Carátula 


(Ingresa a Sala la Doctora Cecilia Salom) 


La Comisión Investigadora sobre la actividad de la Cámara de Senadores en el tratamiento 
de la Ley N” 18.411, incluyendo los aspectos vinculados a su discusión, aprobación y puesta en 
vigencia, tiene el gusto de recibir a la Doctora Salom para tratar el tema en cuestión. 


La Presidencia consulta a la Doctora Salom si antes de que los miembros de la Comisión le 
hagan consultas, desea hacer una exposición. 


SEÑORA SALÓM.- Sí, señor Presidente. Antes de que los señores Senadores planteen todas las 
inquietudes que estimen pertinente, desearía hacer una breve exposición escrita. 


En primer lugar, quiero manifestar mi agradecimiento a los señores miembros de esta 
Comisión Investigadora por mi convocatoria en esta oportunidad, porque como bien lo señalara el 
señor Senador Moreira -y repito casi literalmente sus expresiones-, no sólo poseo un supremo interés 
en comparecer a esta Comisión, sino también un legítimo derecho de interiorizarlos a todos acerca de 
cuál ha sido mi defensa en el proceso penal seguido al Contador Ratti. Creo que con ello se puede -y 
reitero otra vez más las expresiones del señor Senador Moreira- transparentar los hechos que está 
dilucidando esta Comisión Investigadora. 


En segundo término, quiero indicar que voy a enriquecer mi exposición con un anexo 
documental que tengo aquí a entera disposición de la Comisión, donde se recolectan todos los actos 
sustanciales del proceso y, naturalmente, todas mis actuaciones en el proceso penal referido. Además, 
entiendo que este aporte documental puede facilitar la tarea de esta Comisión porque el expediente 
penal consta de varios miles de fojas y, en consecuencia, puede resultar dificultoso ubicar los datos 
que les presentan mayor interés. De esta forma, también contemplo la inquietud que fuera formulada 
por el denunciante, señor Senador Pasquet, con respecto a la necesidad de contar con el expediente 
judicial en su integridad. 


Debo señalar también -antes de comenzar con mi exposición- que como es evidente, previo a 
comparecer ante esta Comisión Investigadora, le solicité a mi cliente que me relevara del secreto 
profesional. Obré de esa manera porque como todos los señores miembros de esta Comisión que son 
abogados saben, entre el cliente y el abogado patrocinante se establece una relación que está 
resguardada por la reserva y, en consecuencia, resultaba imprescindible que antes de mi 
comparecencia ante la Comisión, contara con la aquiescencia de mi defendido, el Contador Ratti, para 
poder entonces sí ilustrarlos cabalmente sobre el proceso penal correspondiente. 


Me voy a permitir dar lectura a una exposición, por un lado, en aras de la mayor claridad y, 
por otro, para que los hechos efectivamente acontecidos queden reflejados con la mayor fidelidad 
posible, a efectos de que luego no se realicen interpretaciones erróneas o impropias de mi exposición. 
Naturalmente, una vez que culmine, me pongo a entera disposición de todos los miembros de esta 
Comisión Investigadora para evacuar las inquietudes o preguntas que estimen del caso realizar. 


Ahora bien; en lo que atañe a mi exposición, me voy a permitir abarcar dos extremos. Por un 
lado, voy a referirme al pase en Comisión que determinó mi traslado para prestar funciones de 
asistencia directa al señor Representante Nacional Gustavo Bernini, desde el 14 de marzo de 2006 
hasta el momento en que presenté mi renuncia, el 27 de febrero de 2007, la que fue aceptada el 5 de 
marzo siguiente. Inclusive, hasta la actualidad he colaborado con otros compañeros de ese sector 
político. Además, en idéntico lapso desarrollé defensa penal, que es la actividad que llevo a cabo hasta 
el día de hoy. Quiero mencionar que en mi exposición voy a seguir un orden cronológico para que esta 
Comisión Investigadora tenga una visión amplia y concreta del panorama y que este pueda ser 
valorado en forma integral. 


Voy a iniciar mi exposición ante esta Comisión destacando que ingresé al Ministerio Público y 
Fiscal en el año 1991 y luego fui designada Fiscal Letrado Adjunto, desempeñando mis funciones en la 
Fiscalía Nacional de 11? Turno a partir del año 1997. Como bien saben los señores Senadores, el 
Fiscal Adjunto tiene un ámbito de competencia reducido y se limita a colaborar con el Fiscal Nacional - 
quien tiene firma y, por ende, representa al órgano- y a iniciar aquellas actuaciones que refieren a las 
faltas, que son delitos menores o “enanos”, como los ha llamado la doctrina nacional. 


Nueve años más tarde, concretamente el 15 de febrero de 2006, la Cámara de 
Representantes elevó al entonces Ministro de Educación y Cultura, Ingeniero Brovetto, la solicitud de 
pase en Comisión que había cursado el señor Representante Nacional Gustavo Bernini. Por lo tanto, 
una vez que se cumplió el trámite de estilo en este tipo de situaciones, el Poder Ejecutivo dispuso mi 
traslado a cumplir tareas de asistencia directa al Diputado Bernini el 1% de marzo de 2006, cosa que se 
efectivizó el 14 de marzo. Me parece oportuno destacar que mi pase en Comisión se realizó al amparo 
de lo preceptuado por el artículo 32 de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, en la redacción 
que le fuera brindada por la Ley de Presupuesto Nacional N* 17.930, para el período 2005-2009. En lo 
que atañe a esta norma, específicamente al artículo 13 -que fuera ampliamente cuestionado años 
después por la opinión pública y por la prensa-, debo hacer algunas precisiones. 


La primera precisión es que esa norma se encuentra vigente hasta el día de hoy. En segundo 
lugar, quiero decir que ese artículo se aplica a todos los funcionarios públicos de la Administración 
Central, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, etcétera. Y, en último término, me interesa 
destacar que ese artículo 13 habilita el requerimiento de esos funcionarios públicos para brindar tareas 
de asistencia directa ya fuere al Poder Ejecutivo, a los Ministros de Estado y sus Subsecretarios y 
también, en idénticos términos, a los Legisladores nacionales. Es más; haciendo uso de idénticas 
prerrogativas, diversos funcionarios de la anterior Administración también solicitaron el pase de 
integrantes del Ministerio Público para cumplir tareas de asistencia directa. Así ocurrió en el caso del 
Representante Nacional Sergio Botana, con respecto al Doctor Enrique Moller, entonces Fiscal Letrado 
Nacional en lo Penal de 4* Turno; con respecto al Subsecretario de Educación y Cultura, Doctor Felipe 
Michelini, en el caso del Fiscal Letrado Departamental, Doctor Carlos Negro, para cumplir funciones de 
asesor en la Dirección de Asuntos Constitucionales de esa Cartera, e igualmente, en el caso del 
Subsecretario del Ministerio del Interior, Doctor Juan Faroppa, con respecto al Fiscal Letrado 
Departamental de Durazno, Doctor Fernando Romano, en este caso para desempeñarse como Fiscal 
de Policía. O sea que fueron varios los miembros del Ministerio Público que pasaron en comisión a 
requerimiento de autoridades nacionales, y casi todos ellos lo hicieron por mucho más tiempo que yo. 
Por ejemplo, en el caso concreto del Doctor Enrique Moller, su renuncia al cargo de Fiscal Letrado 
Nacional data de comienzos del año 2010. 


¿Cuál es el fundamento que inspira estos traslados o pases en comisión? El fortalecimiento 
de los cuadros profesionales en distintas áreas del quehacer público, que se ven enriquecidos por la 
experiencia de los funcionarios requeridos para colaborar con las autoridades nacionales solicitantes 
cumpliendo, como ya he dicho, tareas de asistencia directa a su respecto. En mi caso concreto, el pase 
en comisión no fue en desmedro del servicio donde originalmente prestaba funciones, puesto que yo 
siempre me desempeñé como Fiscal Letrado Adjunto; entonces poseía un reducido ámbito de 
competencia y, a su vez, existían distintas Fiscalías Nacionales que contaban con más de un 
funcionario que desempeñaba ese cargo. Por ende, hubiera bastado un simple traslado horizontal para 
llenar la vacante que mi traslado podía generar. 


También me parece importante destacar a la Comisión Investigadora que desde la fecha de mi 
traslado al despacho del Diputado Bernini, el 14 de marzo de 2006, hasta la fecha de mi renuncia, el 5 
de marzo de 2007, solicité ante la Unidad Ejecutora del Ministerio Público que se descontaran de mi 
salario todos los rubros que correspondían al régimen de incompatibilidad y, efectivamente, así se hizo 
de manera íntegra y real. Mientras duró mi traslado en comisión al despacho del Representante 
Nacional Gustavo Bernini, es decir, hasta la fecha de mi renuncia, jamás percibí ningún tipo de 
remuneración adicional de cargo del Poder Legislativo ni tampoco, en concreto, del mencionado 
Legislador. Es más; en la labor de asesoramiento legislativo que luego continué desempeñando para 
este mismo Legislador nacional y también para la Bancada del Partido Socialista, siempre me 
desempeñé con carácter exclusivamente honorario. Voy a aclarar que no solo presté asesoramiento 
legislativo al señor Representante Bernini, sino que también lo hice a toda la Bancada del Partido 
Socialista, integrándome al grupo de profesionales que posee ese sector político, en el que trabajé en 
forma conjunta con otros colegas. Siempre y en todo momento mi labor consistió en la elaboración de 
diversos temas jurídicos que estaban a estudio de los Legisladores, particularmente sobre la materia 
de mi especialidad, es decir, el Derecho Penal, y en muy contadas ocasiones en otros tópicos diversos, 
atinentes a otras áreas del Derecho. Pero lo concreto y cierto es que en el período en que se produjo la 
aprobación de la Ley de Concursos N* 18.387 y su modificativa, la Ley N* 18.411 -vale decir, entre 
octubre y noviembre del año 2008-, mi pase en comisión ya había cesado hacía rato, en mérito a mi 
anterior renuncia al cargo de Fiscal Letrado Adjunto que, repito una vez más, data del 5 de marzo del 
año 2007. O sea que eso ocurrió más de un año antes de la sanción de ambas leyes. 


También debo agregar que con posterioridad a mi renuncia y, por ende, al cese de mi traslado 
en comisión, continué asesorando a señores Legisladores del Partido Socialista; naturalmente que ese 
asesoramiento se realizó en forma más esporádica. Me permito señalar a la Comisión Investigadora 
que, en concreto, asesoré legalmente al Partido Socialista y al señor Legislador Gustavo Bernini en los 
siguiente temas: el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, el 31 de marzo de 2008; el proyecto 
de ley modificativo de la Ley de Prensa N* 16.099, el 17 de noviembre de 2008; el proyecto de ley 
modificativo de la ley de medidas alternativas N* 17.726, en el mes de abril de 2009; y los 
anteproyectos de ley sobre adicciones y de custodia del perímetro carcelario y registro penitenciario, en 
julio de 2010. Quiero enfatizar a los señores miembros de esta Comisión Investigadora que, además de 
los informes que acabo de describir y sus respectivas fechas, en ningún momento el Representante 
Nacional Gustavo Bernini ni ningún Legislador, fuera de la Bancada del Partido Socialista, del Frente 
Amplio o de otro sector político, me requirieron asesoramiento técnico sobre la Ley de Concursos 
N“ 18.387 ni tampoco sobre la Ley N* 18.411. En consecuencia, no tuve ningún tipo de injerencia ni 
participación en el trámite de aprobación legislativa de ambas leyes, ni muchos menos aún en lo que 
respecta a la derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230. 


Me disculparán los señores Senadores por abusar de su atención antes de ingresar al tópico 
que motiva mi convocatoria a esta Comisión, que está constituido por la defensa penal del Contador 
Ratti, pero considero que las apreciaciones que acabo de realizar, además de su brevedad, son 
pertinentes. 


Asumí el patrocinio legal del Contador Ratti en un proceso penal conocido públicamente como 
el de los hermanos Peirano, en forma indistinta con el Doctor Gonzalo Fernández, el 5 de diciembre de 
2006. Pese a ello, siempre me ocupo de cumplir con exclusividad todos los actos de defensa del 
encausado en ese proceso penal. En el documento A) del anexo documental figura la fotocopia del 
escrito de designación conjunta de ambos profesionales. 


Antes de asumir la defensa del Contador Ratti, entre los años 2002 y 2006, él había sido 
patrocinado por un reputado jurista, el Doctor José Petito, amigo y compañero de la Cátedra de 
Derecho Penal, que tuvo que acogerse al beneficio jubilatorio por razones de salud. También ello se 
desprende de la fotocopia de la última declaración prestada por el Contador Ratti en sede penal, y del 
auto de procesamiento respectivo que data del 8 de agosto de 2002, y se señalan como documentos 
B) y C) en el anexo documental. 


Como sabrán muchos miembros de esta Comisión que son abogados, en materia penal es de 
estilo en casi todos los estudios jurídicos, al amparo de lo que establece el artículo 76 del Código del 
Proceso Penal, la designación conjunta de dos Defensores, los que pueden actuar en forma indistinta. 
Esta práctica, que se ejerce en materia penal, se hace extensiva a todas las demás áreas del Derecho, 
donde es también común y habitual que, al amparo de lo que establece el artículo 44 del Código 
General del Proceso, se designe a varios correpresentantes en un juicio, aun cuando luego alguno de 
ellos no tenga injerencia ni participación en el proceso judicial de que se trate. En el seno de esta 
Comisión pueden corroborarlo los señores Senadores que tienen la profesión de Abogado. Recordará 
por ejemplo el señor Senador Moreira que ambos hemos actuado como representantes judiciales en un 
juicio radicado ante el Juzgado de 2* Turno, en Rosario, donde él patrocina a la Sociedad Mutualista 
Obrera de Juan Lacaze y, por mi parte, lo hago respecto de un médico que está involucrado en ese 
juicio civil. También por razones de trabajo, mantengo permanente contacto con el Estudio Amorín 
Abogados, que patrocina al Sanatorio Americano y donde se desempeñan el señor Senador Amorín y 
los Doctores Bernardo Amorín y Alberto Aliaga. 


Ratifico, en definitiva, la circunstancia objetiva de que la continuidad de los estudios jurídicos y 
la práctica de la designación indistinta de varios profesionales no es sólo habitual en materia penal, 
sino que en análogos términos se constata también en las demás áreas del Derecho. Es posible, sin 
embargo, que ni el Senador Moreira ni el Senador Amorín conozcan los detalles de los litigios que 
llevan sus respectivos estudios jurídicos, porque efectivamente así ocurre en la práctica forense. La 
designación de codefensor en materia penal o de correpresentante en otras áreas del Derecho, no 
supone ni importa que el letrado designado o el estudio jurídico al cual pertenece, sepa y esté al 
corriente del trámite del juicio de que se trata. Quien sí lo sabe es el abogado que efectivamente lleva 
adelante ese juicio, y los demás colegas figuran en forma nominal. 


Realizadas estas precisiones que vengo de exponer, corresponde que retome el hilo de la 
defensa del Contador Ratti a partir del momento de la asunción de su patrocinio letrado el 5 de 
diciembre de 2006. En aquella época, en el proceso penal de mención, la etapa de producción principal 
de la prueba -que se denomina “sumario” en materia penal- ya había concluido íntegramente y el juicio 
había ingresado de lleno en la etapa de plenario. Por cierto, antes de la asunción del patrocinio letrado 
del Contador Ratti, el Ministerio público ya había formulado su acusación por el delito de insolvencia 
societaria fraudulenta, el 18 de octubre de 2006. En la demanda acusatoria, el Fiscal pedía la condena 
de mi representado a la pena de veinticuatro meses de prisión y, a su vez, el Contador Ratti había sido 
excarcelado más de tres años atrás, el 15 de mayo de 2003. Por ende, mi defensa penal consistió, 


previa solicitud de la prórroga del plazo para contestar la demanda, en evacuar el traslado de la 
acusación fiscal mediante un escrito presentado el 11 de mayo de 2007 ante la sede penal, también 
firmado por el Doctor Gonzalo Fernández, aunque elaborado exclusivamente, y de principio a fin, por 
mí. 


Todos los documentos a los cuales estoy aludiendo, reitero que integran el anexo documental 
y están individualizados con sus respectivas letras. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido disculpas a la Doctora Salom, pero no entendí qué escrito fue firmado por el 
Doctor Gonzalo Fernández. 


SEÑORA SALOM..- Se trata del escrito de evacuación del traslado de la requisitoria fiscal -que, reitero, 
elaboré yo de principio a fin-, en el que abogué por la absolución del Contador Ratti, alegando distintas 
razones de orden jurídico y fáctico que, en su totalidad, dan cuenta de la absoluta ajenidad de mi 
patrocinado respecto a la titularidad económica, a la dirección operativa del Banco de Montevideo y del 
denominado Grupo Velox, e igualmente respecto a la adopción de las decisiones cuestionadas 
penalmente por la Justicia. Por cierto, destaco que el Contador Ratti nunca integró el denominado 
“Grupo Peirano”. Ejerció un cargo de acotadísimas facultades, como fue el de director común, y en su 
calidad de integrante del Directorio del Banco de Montevideo tuvo un carácter meramente nominal o 
figurativo, vacío de competencia, casi de índole honorífico. En el Banco de Montevideo nunca tuvo a su 
disposición infraestructura humana ni material, no tuvo despacho, ni trato con los clientes de la 
Institución. Tampoco estaba autorizado a obligar al Banco de Montevideo, por sí solo, en las 
Operaciones comunes u ordinarias, mucho menos en aquellas de carácter excepcional, y nunca integró 
lo que se denomina Comité de Clientes Especiales o Comité de Crédito, de cuya existencia ni siquiera 
tuvo conocimiento. 


Para corroborar todo lo que acabo de reseñar a esta Comisión Investigadora, no solo se 
puede acudir a la contestación de la acusación fiscal que está agregada en el anexo documental, sino 
también a lo que manifestó el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er. Turno, en la Resolución N* 
156, de 26 de marzo de 2003, dictada con motivo de la apelación del auto de procesamiento que 
habían promovido otros defensores de los encausados. La entonces defensa del Contador Ratti no 
impugnó esa decisión, de acuerdo a lo que luce el considerando 2do. de la sentencia que termino de 
mencionar y que transcribo literalmente: “El Presidente del Directorio del Banco de Montevideo, 
Sancristóbal, y el miembro Ratti, vocal, se presentan como figuras secundarias que asistían a las 
sesiones del Directorio y aprobaban todo sin participar en la toma de decisiones, al igual que lo que 
sucedía en el Comité de Créditos integrado por Sancristóbal, Guadalupe y Dante Peirano, entre otros, 
y donde las decisiones las tomaba Dante Peirano y en el Directorio se aprobaban sin oposición.” 


En honor a la verdad, el Contador Ratti se vio tan perjudicado como otros ahorristas del 
Banco de Montevideo porque una vez que se produjo la intervención se le retuvieron -y nunca 
recuperó- los ahorros que él y su esposa tenían allí depositados y que ascendían a una suma algo 
superior a los US$ 100.000. Exactamente, US$ 100.117,20. 


Luego de evacuar la acusación fiscal, los actos de defensa que realicé en el proceso penal 
únicamente estuvieron constituidos por el agregado de prueba documental. Por un lado, se presentó un 
escrito el 13 de agosto de 2007, adjuntando la fotocopia del pasaporte del Contador Ratti y los pasajes 
aéreos que acreditaban que este había viajado al exterior porque, efectivamente, la última sesión del 
Directorio del Banco de Montevideo a la que concurrió el Contador Ratti data del 28 de febrero de 2002 
y luego no participó de ninguna otra reunión adicional. En una segunda presentación, del 6 de junio de 
2008, se agregó la copia de la sentencia de primera instancia, dictada por el Juzgado de Concurso de 
2do. Turno que desestimó la demanda promovida contra el Contador Ratti, por lo que también me 
permito citar literalmente las palabras de la sentencia: “Por no haberse probado la vinculación con las 
funciones ejecutivas, gerenciales o resolutivas en relación a las instituciones de intermediación 
financiera demandadas, ni participación directa en las mismas”. Tan categórica fue esta sentencia que 
la parte actora ni siquiera la apeló y, en consecuencia, la misma quedó firme y ejecutoriada. 


El temperamento que se asumió en este proceso, cuyo extracto termino de señalarles, fue 
idéntico al que se asumió en los 36 juicios a los que fue citado oportunamente el Contador Ratti. En 
efecto, el Contador Ratti fue citado a conciliación en 36 oportunidades, de las cuales únicamente 22 se 
concretaron en un juicio civil. A su vez, de esos 22 juicios civiles entablados, en 20 la parte actora 
desistió de la demanda promovida contra el Contador Ratti y en uno más el Juez desestimó la 
demanda promovida, que quedó firme y ejecutoriada por ausencia de apelación de la parte actora. En 
consecuencia, de esas 36 presentaciones judiciales, solo se encuentra actualmente en trámite una de 
ellas. Además, en ninguna de las anteriores hubo condena ni interés de la parte actora por proseguir 
las actuaciones respecto de mi patrocinado. 


Debo aclarar a esta Comisión Investigadora que no tuve ninguna injerencia en los juicios que 
termino de mencionar porque en el área civil y comercial el Contador Ratti fue defendido por el Doctor 
Rodrigo López Acosta, que es precisamente un abogado especializado en materia civil y comercial. Por 
lo tanto, la información que puedo aportar no es más que la que acabo de señalar aquí. 


Ahora bien, más de un año después de ello -el escrito de presentación de prueba última que 
acabo de señalar data del 13 de agosto de 2007- opera la promulgación de la Ley N* 18.411, de 15 de 
noviembre de 2008, y quien era titular de la sede penal de 7* Turno, la Doctora Graciela Gatti, decide 
de oficio enviar los autos en vista fiscal, a fin de que este emitiera una opinión sobre la incidencia de la 
derogación de esa ley en el proceso penal de mención. El Ministerio Público se expidió en un dictamen 
que data del 4 de diciembre de 2008, desestimando la clausura e inclinándose por la prosecución del 
trámite del juicio hasta la etapa de dictado de la sentencia definitiva y de ese planteo del fiscal se 
confirió vista a todos los defensores de los encausados por decreto de 11 de diciembre de 2008, N* 
2063. En lo que me atañe, fui notificada de la vista conferida en ese juicio el jueves 5 de marzo de 
2009, la evacué el siguiente jueves 12 y, en consecuencia, habiéndolo hecho fuera del plazo 
establecido al respecto, el Juzgado me tuvo como no presentada y así se me notificó el 14 de abril de 
2009, según surge del cedulón judicial que integra el anexo documental, individualizado con la letra M. 


Entiendo oportuno explicitar a la Comisión los motivos de esa evacuación extemporánea de la 
vista conferida por la sede penal. En primer término, tengo que hacer especial hincapié en que ello 
obedeció a que la clausura en nada beneficiaba a mi defendido, ya que la sustanciación del incidente 
se encontraba en franca colisión con la estrategia de defensa que yo había desarrollado a lo largo de 
todo el juicio y por la cual procuraba el más célere dictado de una sentencia absolutoria, evitando 
mayores dilaciones al proceso. Por esa razón, en un primer momento pensé en dejar transcurrir el 
plazo de tres días para evacuar la vista fiscal. Sin embargo, aunque ese plazo tiene carácter 
perentorio, para evitar la posibilidad de que por una eventual inadvertencia del juzgado se demorara la 


tramitación a la espera de un escrito que inicialmente no había pensado presentar -cosa que sucede 
con frecuencia en los juzgados penales y más cuando nos enfrentamos a causas judiciales que tienen 
miles de fojas-, decidí presentarme, aunque fuera de plazo, con el simple propósito de darle impulso al 
expediente y que éste no quedara inadvertidamente en el casillero de la sede. 


Esta Comisión Investigadora no puede olvidar que estamos hablando de un proceso que 
posee varios miles de fojas y que, además, involucra a muchos coencausados. Es más, muchos de 
ellos habían impetrado el diligenciamiento de numerosos medios de prueba, gran parte de los cuales 
deben sustanciarse en el extranjero, con la demora adicional que ello importaba en el trámite del juicio. 
En situaciones como esta, el abogado se ve enfrentado a un dilema porque, por un lado, desea obtener 
un pronto pronunciamiento sobre la responsabilidad que se le adjudica a su defendido y, por otro, se 
encuentra obligado a respetar el derecho de los demás procesados, legalmente habilitados a ejercer 
todos aquellos medios de defensa que sus defensores estimen pertinentes. En consecuencia, aunque 
el diligenciamiento de la prueba pendiente sólo importaba una demora adicional para el proceso, que 
era contraria a los intereses de mi defendido -pues este ya había realizado todos sus descargos-, lo 
cierto es que me encontraba legalmente imposibilitada de imprimirle una mayor celeridad al proceso. 
Evidentemente, en ese contexto, la tramitación del incidente de clausura que fue promovido de oficio 
por la sede penal, a raíz de la derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230, únicamente se tradujo en 
lo que refiere a mi patrocinado en una dilación mayor para el dictado de la sentencia definitiva y, por lo 
tanto, en un evidente perjuicio que, en todo caso, siempre y de la forma que estuvo a mi alcance, quise 
evitar. 


Por tales razones, aunque fuera de plazo -así considerado por la Jueza actuante-, igual 
decidí comparecer ante el Juzgado y evacuar la vista para que este se expidiera rápidamente y las 
actuaciones judiciales continuaran su curso normal. 


Si los señores Senadores lo permiten, debo agregar que siempre preví -y los hechos así lo 
demostraron- que en cualquier caso, fuere que la sede adhiriere al temperamento aducido por el 
Ministerio Público de desestimar la clausura o, en caso contrario, de entender que procedía disponer la 
cesación del proceso, en cualquiera de ambos supuestos, algunas de las partes del juicio siempre iban 
a promover la vía impugnativa a través de todos los recursos legales que estuvieran a su alcance. En 
cualquiera de estas dos hipótesis, desde un inicio supe que el incidente de clausura únicamente 
prolongaría aún más el trámite del juicio y se traduciría en una dilatoria adicional para la concreción del 
interés de mi patrocinado, que era el exactamente inverso y contrario: obtener una sentencia que se 
expidiera lo antes posible sobre la atribución de responsabilidad penal que se le imputaba y declarara 
su absolución de todo delito. 


Según se explicita en el traslado de la acusación fiscal, la situación fáctica y jurídica del 
Contador Ratti era radicalmente diferente a la de los demás procesados, porque había sido 
excarcelado hacía siete años, en el año 2003, y el Fiscal había pedido la imposición de una pena de 
veinticuatro meses de prisión. Evidentemente, no puede pasar inadvertido a esta Comisión 
Investigadora que para esa fecha mi patrocinado tenía 84 años de edad. Es más, teniendo en cuenta 
su edad fue que me presenté en forma verbal ante el juzgado penal y trasmití la inquietud de que se 
formara una pieza por separado para dilucidar su concreta situación en el proceso, a efectos de evitar 
inútiles dilaciones dado que su prueba ya estaba integramente cumplida. Sin embargo, la sede penal 
no estimó del caso acceder a este planteo. 


En consecuencia, no puede caber ninguna duda de que jamás promoví el incidente de 
clausura del proceso -como ha trascendido erróneamente en la prensa- y de que me limité a evacuar la 
vista que me fue conferida, argumentando de manera análoga a la de los demás defensores. Con 
respecto a esto último, obviamente no podía ser de otro modo, porque resulta absurdo, contraría el 
sentido común y la lógica profesional más elemental adherir a la posición de la contraparte natural de la 
defensa en el juicio: el Fiscal. Quienes abogamos diariamente por los tribunales sabemos que esa no 
es una práctica común ni habitual. 


Luego de todo lo relatado, la nueva titular del Juzgado Penal de 7o. Turno, Doctora Mota, 
dictó la Sentencia Interlocutoria N* 1.228, de 16 de julio de 2009 -que también integra el anexo 
documental-, por la cual desestimó la clausura planteada en ese estadio procesal, disponiendo estar a 
lo que se resolviera al momento de dictado de la sentencia definitiva y, en consecuencia, ordenó 
continuar el trámite del juicio, notificándome de su resolución el día 15 de setiembre de 2009. Ese era, 
justamente, el interés del Contador Ratti, por el que yo había abogado durante todo el juicio: el dictado 
de una sentencia definitiva lo más pronto posible. Contra la decisión de la Doctora Mota se alzaron las 
defensas de los demás coprocesados apelando la resolución, por lo cual el expediente fue enviado al 
Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er. Turno. Como acabo de señalar, por las razones que he 
expuesto, no impugné la resolución judicial dictada por la Doctora Mota y, por ende, en lo que atañe al 
Contador Ratti, esta quedó firme y ejecutoriada. Para constatar este extremo alcanza con dar lectura a 
los vistos de la sentencia del Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er. Turno, de 29 de julio de 2010, 
en los que se señala que los autos subieron a su conocimiento en virtud del recurso de apelación 
interpuesto en subsidio del recurso de reposición por los señores defensores Doctor Diego Camaño y 
Pablo Donnángelo por Jorge, José y Dante Peirano, Doctor Eduardo Pesce por Sancristóbal y Doctora 
María E. Chaves Lovera por Guadalupe, contra la resolución denegatoria de la clausura del proceso 
dictada el 16 de julio de 2009. 


A continuación, la sentencia agrega que intervinieron en estas actuaciones en representación 
del Ministerio Público la señora Fiscal Letrada Nacional en lo Penal de 14vo. Turno, Doctora Raquel 
González Tornaría, y los señores defensores supramencionados, o sea, a los que acabo de hacer 
referencia. Reitero que no impugné la decisión de la Doctora Mota y en consecuencia, al no haber 
apelado, ni siquiera se me notificó de esta decisión del Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er. 
Turno. 


Ante semejante panorama, y considerando la edad del Contador Ratti y la nueva demora que 
la apelación iba a significar, agoté un recurso en extremo, que fue promover la solicitud de 
sobreseimiento por gracia ante la Suprema Corte de Justicia, en un escrito que también se encuentra 
en el anexo documental. En esa oportunidad destaqué -y cito textualmente- que: “En todas las 
oportunidades procesales pertinentes esta defensa ha abogado por su absolución, proveyendo al 
juzgador de los elementos probatorios que comprueban acabadamente su inocencia”. También 
adicioné luego que el tiempo insumido por el proceso en trámite -para entonces ocho años de 
duración- y la pendencia del diligenciamiento de numerosos medios probatorios solicitados por los 
demás imputados, que en gran medida son y habrán de ser sustanciados fuera del país, enfrentaba a 
mi patrocinado a la previsible duración extensa de ese proceso y a la circunstancia objetiva de que la 
culminación del juicio distara aún largamente de producirse. Es pertinente destacar que la solicitud por 
gracia del contador Ratti la presenté ante el Juzgado Penal el 5 de octubre de 2009, casi diez días 
antes de que se dictara la sentencia de clausura del Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er. Turno. 
Y, además, antes de concretar la presentación de esa solicitud, mantuve una entrevista, junto con mi 
patrocinado, con la doctora Mariana Mota, entonces titular del Juzgado Penal de 7o. Turno, quien tuvo 
la deferencia y la calidad humana de recibirnos, de calmar la inquietud del contador Ratti con respecto 
a la demora del juicio y, además, de escuchar de su propia boca su deseo de obtener prontamente una 
sentencia definitiva. 


Por lo tanto, sí promoví el sobreseimiento por gracia de mi patrocinado “atento al objetivo 
imposibilidad del encausado de imprimirle una mayor celeridad y a la posible frustración de su natural 
expectativa de ver concluido el juicio dada su avanzada edad, que torna probable que no pueda 
sobrevivir hasta el momento del dictado de la sentencia respectiva”. Esos son pasajes literales de la 
solicitud de sobreseimiento por gracia. 


En consecuencia, me parece evidente que yo no tenía ninguna expectativa en el incidente de 
clausura del proceso y precisamente por eso fue que presenté la solicitud de gracia en los términos 
que acabo de referirles. 


En definitiva, señores miembros de esta Comisión Investigadora, considero que no puede 
caber ninguna duda entre la colisión existente entre el incidente de clausura y la estrategia que 
personalmente diseñé para ejercer la defensa penal del contador Ratti, desde el momento en que esta 
se asumió hasta el día de hoy. 


La sustanciación del incidente sólo supone, en el caso puntual del Contador Ratti, un 
menoscabo de su derecho de defensa porque importa diferir, si es posible más, el dictado de una 
sentencia definitiva. Debemos tener en cuenta que a esta altura el contador Ratti tiene ochenta y seis 
años de edad, fue excarcelado el 15 de mayo de 2003 -hace más de siete años- y está aguardando por 
el dictado de una sentencia definitiva desde hace ocho años. Además, como siempre lo supe, el 
incidente de clausura sólo ha servido para demorar todavía más el trámite del juicio, porque desde la 
fecha del dictamen fiscal -que data de noviembre de 2008- hasta el día de hoy, han pasado dos años 
en que el proceso penal ha estado ocupado por el incidente de clausura. A ese lapso se adiciona el 
necesario para tramitar el recurso de casación que se interpuso ante la Suprema Corte de Justicia, la 
cual -según ha trascendido en la prensa- podrá demorar más de un año en expedirse. Por lo tanto, son 
al menos tres años que mi defendido ha perdido para obtener el dictado de una sentencia sobre el 
fondo y ese tiempo, en alguien que posee ochenta y seis años de edad, no es inocuo ni mucho menos 
irrelevante. En definitiva, si algo le causa el incidente de clausura al contador Ratti es un perjuicio. Ese 
perjuicio está directamente relacionado con la demora del juicio. 


Por último, vuelvo a enfatizar una vez más -recogiendo también para ello las expresiones 
vertidas por el señor Senador Moreira en la última sesión de esta Comisión- que mi exclusivo derecho, 
el exclusivo ejercicio de defensa del contador Ratti cumplido desde la asunción de su patrocinio letrado 
hasta el día de hoy, no es un hecho virtual sino que es un hecho concreto, real y, además, muy 
fácilmente comprobable. 


Antes de finalizar quiero poner el énfasis en una cuestión que ha sido soslayada pese a la 
indudable trascendencia que posee. A tales efectos, dentro del anexo documental están incorporadas 
no solo actuaciones judiciales, sino también varias informaciones vertidas por los medios de 
comunicación entre los años 2006 y 2007 porque, como recordarán los señores miembros de esta 
Comisión, la concreción de mi pase en comisión al despacho del señor Representante Nacional 
Gustavo Bernini fue un hecho público y notorio, ampliamente divulgado por los medios de 
comunicación, al punto tal que una Ley de Presupuesto llegó a denominarse la “Ley Salom”. Presumo 
que los señores Senadores tienen esto presente. 


En el contexto de esa campaña basta y amplia de difusión pública que se centró en mi 
persona, también se constituyó un hecho público y notorio para toda la ciudadanía, así como para los 
distintos sectores políticos del espectro nacional: la asunción del patrocinio letrado del contador Ratti 
por mi parte y en forma indistinta por el doctor Gonzalo Fernández, en el emblemático proceso penal 
denominado “Los hermanos Peirano” porque, efectivamente, al menos desde el jueves 22 de febrero 
del año 2007, esa información fue divulgada por los medios de comunicación. Para corroborar lo que 
acabo de mencionar he traído una copia para cada uno de los miembros de dos ejemplares de la 
prensa escrita y radial -ambos de amplia circulación nacional-, que están a disposición de la Comisión 
Investigadora. 


Como decía, desde el 22 de febrero de 2007, la asunción del patrocinio legal del contador 
Ratti en forma indistinta con el doctor Gonzalo Fernández es un hecho bien conocido por toda la 
ciudadanía. El primero de los documentos que se están distribuyendo en este momento corresponde a 
la edición del diario El Observador del jueves 22 de febrero del año 2007, que titula en la tapa: 
“Malestar entre Fiscales. Objetan a la esposa del Secretario de la Presidencia”. Se agrega -todo es 
textual-: “Las objeciones a la Fiscal Adjunta Cecilia Salom, esposa de Gonzalo Fernández, se basan en 
que ejerce la abogacía en forma particular”. La noticia de tapa se desarrolla en la página 8 de la 
edición de El Observador, donde luego de reiterarse el título, el artículo periodístico comienza 
señalando: “Desde fines de 2006 los abogados de uno de los procesados por la quiebra del Banco de 
Montevideo son el Secretario de la Presidencia Gonzalo Fernández y su pareja, la Fiscal Adjunta, 
Cecilia Salom, que está en pase en comisión con el Diputado del Partido Socialista, Gustavo Bernini”. 
Reitero que estas son transcripciones literales e información de prensa. Ese artículo agrega a 
continuación que “El Observador tuvo acceso al documento en el que ambos profesionales firmaron 
como defensores de uno de los involucrados en el caso actualmente en proceso”. Acabo de leer el 
documento letra “Q”. Ahora bien, el documento letra “*R” es un ejemplar de la transcripción del 
programa En Perspectiva de la radio El Espectador, del 1% de marzo del año 2007, cuando el 
periodista Emiliano Cotelo entrevistó al Doctor Gustavo Zubía, que para ese entonces era 
Vicepresidente de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal. En esa oportunidad el 
periodista empezó la entrevista realizando distintas apreciaciones concernientes al manido tema de los 
pases en comisión de los Fiscales y a continuación reiteró en forma textual la noticia antes divulgada 
por el diario El Observador. En efecto, si observan la transcripción del programa que les he adjuntado, 
luego de señalar que lo que se censura es que la doctora Salom esté cumpliendo tareas en el 
despacho de un Legislador y que al mismo tiempo trabaje en la actividad privada, en el estudio jurídico 
de Fernández, se agrega en forma literal que puntualmente el diario El Observador publicó el jueves un 
artículo en el que informaba que desde fines de 2006, los abogados de uno de los procesados por la 
quiebra del Banco de Montevideo son el Secretario de la Presidencia, Gonzalo Fernández y su pareja, 
la Fiscal Adjunta Cecilia Salom. La nota agregaba que El Observador tuvo acceso al documento en el 
que ambos profesionales firmaron como defensores de uno de los involucrados en el caso actualmente 
en proceso. Por lo tanto, no informé a ningún Legislador o sector político acerca del patrocinio letrado 
del dontador Ratti, porque no sólo no tenía ninguna obligación de hacerlo sino que ni siquiera ello era 
necesario. Desde principios del año 2007, esta circunstancia era un hecho conocido por la ciudadanía 
e igualmente disponible para todos los integrantes del sistema político con carácter general. Por lo 
tanto, no termino entonces de comprender la razón por la cual el Partido Socialista señaló que tal 
extremo no le había sido informado, cuando fue precisamente el señor Representante Nacional 
Gustavo Bernini quien, el 4 de marzo, salió en respuesta de esa campaña de prensa en un artículo que 
también agregué y que integra la recopilación de normas que fue expedida por la Biblioteca del Palacio 
Legislativo, el 14 de marzo de 2007. Esto está incluido en el Documento letra P. 


Si antes de mi comparecencia a la Comisión Investigadora no mencioné tal extremo en 
alguna entrevista periodística fue sencillamente porque entendí -y entiendo- que era un hecho bien 
conocido por su previa difusión pública. Naturalmente que descarto que el olvido involuntario en que 
pueden haber incurrido muchos señores parlamentarios demuestre o permita inferir mala fe o mala 
intención de especie alguna. 


Finalizo esta exposición destacando que no comprendo cómo es posible que la norma que 
habilitó el pase de los fiscales, entre otros funcionarios tan cuestionados, hasta el día de hoy no haya 
sido derogada y mantenga plena vigencia, según surge de la información brindada por el IMPO. 


Agradezco el tiempo que me ha brindado esta Comisión Investigadora y quedo a entera 
disposición de sus integrantes para evacuar todas las dudas o preguntas que puedan tener al respecto. 


SEÑOR AMORÍN.- Antes de comenzar con las preguntas quiero dejar una constancia porque la 
doctora Salom puso un ejemplo bastante claro de cómo a veces en algunos estudios firma más de una 
persona que no participa en la acción o en el proceso. En particular, puso el ejemplo del estudio que 
integraba quien habla. Quiero aclarar que hace más de diez años que estoy aquí y en este tiempo debo 
haber ido al estudio en cuatro o cinco ocasiones. También me interesa dejar claro que no firmo 
escritos, no voy a juzgados, no voy a audiencias y mi nombre no figura en ninguno de los escritos. Sin 
embargo, me parece importante dejar constancia de que con mi hijo, con quien afortunadamente vivo 
en la misma casa, en la noche, conversamos sobre los temas de la actividad de cada uno y estoy 
enterado al detalle de casi todos los casos que él lleva adelante. Lo hago porque es algo que me 
interesa y porque cuando uno vive en familia y tiene la fortuna de compartir bastante tiempo con los 
hijos, habla de estas cosas. Reitero que nunca firmé nada y que el estudio no funciona de esa forma. 
Me parece que esta aclaración es válida, habida cuenta de las expresiones de la doctora Salom. 


SEÑOR MOREIRA.- Pensaba decir algo similar a lo que ha expresado el señor Senador Amorín, pero 
que en el fondo es diferente. Voy a algunas audiencias, ejerzo la abogacía en algunas oportunidades, 
me consta lo que hago y sé que a veces defiendo intereses contradictorios o que pueden confluir. En 
nuestro caso, la doctora defiende a un médico que ha sido demandado por responsabilidad civil, y 
quien habla a una mutualista en la que ese médico prestaba funciones. Hablamos telefónicamente un 
día. En eso no veo nada muy especial porque los dos éramos plenamente conscientes de lo que cada 
uno defendía. Este caso es bastante diferente porque, por cierto, nosotros jamás integramos el mismo 
estudio jurídico ni compartimos el mismo domicilio legal. De modo que son situaciones muy diferentes 


Respecto al caso que nos ocupa, he tratado de seguir la larga exposición que ha hecho la 
doctora y me parece muy bueno que haya traído los documentos que reflejan las actuaciones 
judiciales, porque aquí todavía no hemos tenido acceso a ellos. Pensaba hacer varias preguntas sobre 
ese tema, pero han sido evacuadas en la exposición que ha realizado la doctora Salom. Por lo tanto, 
ahora haremos el cotejo con los documentos que ella misma ha tenido la gentileza de traer, a efectos 
también de fundar su propia posición. 


Todos los señores Senadores que estamos presentes tuvimos oportunidad de escuchar al 
doctor Gonzalo Fernández cuando hizo una argumentación jurídica muy fundada en cuanto a lo que 
era su posición con relación al alcance y a la buena técnica legislativa que imponía la derogación del 
artículo 76 de la Ley N* 2.230, la cual ha sido calificada muy duramente por muchos doctrinos, pero no 
quiero abundar en ese tema. En este caso, coincide en que hay dos defensores, o sea, una codefensa. 
Incluso, quien habla no sabía que el Doctor Gonzalo Fernández había firmado un escrito -lo dijo la 
doctora- como Abogado representante del señor Ratti, de modo que ha ejercido la codefensa 


efectivamente ante los estrados judiciales. Por lo tanto, descarto que tendrá pleno y cabal conocimiento 
de todo lo actuado en el expediente; imagino que es así. 


Pero no dejan de llamarme la atención algunos episodios, y por eso quiero hacer algunas 
preguntas. En los semanarios Búsqueda y Brecha -seguramente ello debe estar en el documento que 
ha traído la doctora- han aparecido reproducciones de los escritos presentados. Hay un incidente de 
clausura, una vista, y cuando se evacuó la vista, aun fuera de plazo, se presenta un escrito en el que 
se da una fundamentación muy precisa, en la que se sostiene que era absolutamente procedente la 
clausura del expediente penal como consecuencia de la aprobación de la ley. En ese sentido, hay una 
enumeración de argumentos a favor, entre los cuales el central es el de la retroactividad de la ley más 
benigna, lo que conduciría, inexorablemente, a la cesación del proceso penal incoado contra este 
señor. La Doctora ha dicho acá que esa no era la estrategia judicial que estaba desarrollando, no 
obstante, en esta oportunidad procesal se da un poco de bruces contra lo que es la estrategia de la 
absolución, salvo que se tenga por buena la interpretación que hizo el doctor Gonzalo Fernández en el 
sentido de que no procede la clausura. A este respecto, él nos hizo una larga exposición diciendo que 
no procedía la clausura porque había una acusación por un delito más grave, que es el de insolvencia 
societaria fraudulenta y, por lo tanto, entendía que no procedía clausurar el procedimiento. Por eso, 
incluso, está planteado un recurso de casación ante la Suprema Corte de Justicia, pero esa no es la 
línea argumental a la que me quiero referir. 


Tengo la reproducción de una publicación del semanario Brecha, del 27 de agosto de 2010, de 
la que voy a leer por lo menos algunos fragmentos. Se expresa: “El escrito del estudio del doctor 
Gonzalo Fernández, firmado por la doctora Salom, señala que en la mentada derogación' del artículo 
76 de la ley 2.230 “importa, a todas luces, la supresión del delito en cualquiera de sus cuatro 
modalidades típicas alternativas (fraude, simulación, violación de estatutos y violación de una ley de 
orden público); vale decir la eliminación de ese ilícito societario de nuestro ordenamiento penal 
positivo”. 


Apunta entonces que la norma aprobada el 5 de noviembre por el Poder Legislativo es 'una 
ley posterior más benigna que suprime un delito preexistente”, que tiene plena eficacia retroactiva y se 
aplica a hechos cometidos con anterioridad a su entrada en vigencia”, y que por tanto debe aplicarse “a 
todos los procesos penales pendientes de trámite”, por ejemplo al caso Peirano, por el cual su 
defendido se encontraba procesado. 


Señala entonces que la interpretación de los artículos 15 y 7 del Código Penal 'es unívoca”, 
puesto que 'ambas normas estatuyen como consecuencia de la retroactividad” que se verifica la 


y» 


“cesación del proceso”. 


Aclaro que son comentarios periodísticos que leo para no perder el hilo de lo que aquí 
estamos analizando. 


La publicación continúa con lo siguiente: “Pero la abogada del estudio de Gonzalo Fernández 
es más enfática aun: 'En definitiva, pues, no puede caber duda” -y esto, aparentemente, es textual- 
“que la derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230, que fundamentaba la imputación penal del 
enjuiciado, determina “ipso jure” (es decir, por imperio del Derecho) y por razón de retroactividad, la 
clausura automática de este proceso'.” 


De manera que hay una línea argumental muy consistente dando por buena la posición que 
determina que por retroactividad de la ley penal más benigna, se clausura el expediente. Es así que no 
parece claro que aquí la estrategia fuera oponerse a la clausura. Está bien; fue presentado fuera de 
plazo. No se evacuó la vista en el plazo pero, de cualquier manera, el escrito se presentó. Los escritos 
se presentan con algún objetivo, es decir, lograr un resultado. En este caso, el resultado buscado fue la 
clausura de este expediente penal, con los efectos que eso causa. 


En el Senado escuchamos una visión diferente a esta e, incluso, una explicación muy precisa 
del Doctor Fernández, en el sentido de que entendía que correspondía la clausura. No obstante, 
actúa como codefensor y, además, habiendo firmado un escrito -no recuerdo cuál era- en otra etapa 
procesal y no en esta. Por tanto, vemos algunas contradicciones. 


En el diario La República se reproducen algunas declaraciones en las que se señala -creo que 
son declaraciones de la Doctora Salom- lo siguiente: “No promoví la clausura del expediente, dejé 
vencer los plazos, fui la única que no apelé, y el Tribunal de Apelaciones fue a la única que no notificó. 
Mi estrategia no era la clausura sino el perdón por gracia”. Creo que entendí mal, porque me parece 
que dijo “absolución” o un pedido para lograr la absolución en el expediente penal, y aquí se refiere al 
perdón por gracia. Estas son crónicas periodísticas que no sé si son textuales, auténticas o no. Como 
esto está en conocimiento de todos, me gustaría que la doctora nos aclarara estos aspectos, porque 
aquí, aparentemente, hay una posición no coincidente entre los dos defensores. El doctor Fernández 
fue muy enfático en decir que entendía que no iba a traer consecuencias jurídicas la derogación por 
entender que como procesalmente había una acusación por un delito diferente, en definitiva, esto no 
iba a determinar la clausura. Eso figura en la versión taquigráfica de la sesión del Senado cuando se 
trató la cuestión de fueros. 


En síntesis, me surgen dudas porque aparece como contradictorio lo alegado por la defensa, 
en el sentido de que corresponde la clausura por el principio de retroactividad de la ley más benigna, y 
por otras razones que también están consignadas en el escrito, además de lo señalado, no por la 
doctora, sino por el doctor Fernández. Ahora la doctora manifestó que el camino o la estrategia de la 
defensa era otro y no la clausura, porque no sólo no lo favorecía, sino que más bien lo perjudicaba. No 
obstante ello, aquí hay una argumentación muy fuerte a favor de la clausura, por lo que me gustaría 
escuchar la explicación correspondiente. 


SEÑORA SALOM.- Voy a intentar evacuar todas las inquietudes que me plantea el señor Senador 
Moreira. Obviamente, si omito alguna, le pido que me la reitere, porque traté de tomar nota de los 
puntos básicos. 


En primer término, aclaro que la mención al juicio en el que nos ha tocado coincidir en 
materia civil responde a que en la última sesión de esta Comisión Investigadora el señor Senador 
manifestó a sus colegas que ya no ejercía la Abogacía, pero ello no obsta a que siga figurando como 
correpresentante legal en ese proceso y que este, a su vez, se encuentre en trámite y continúe su 
curso natural. 


En segundo lugar, en lo que respecta a los términos en los que se evacuó la vista conferida 
del dictamen fiscal, tal vez no haya sido lo suficientemente clara, pero puntualizo que en materia del 
ejercicio liberal de la profesión hay algunos pilares básicos, tales como el natural enfrentamiento 
judicial que, por supuesto, existe entre posturas distintas. En materia penal, por un lado está la defensa 
y, por otro, el Fiscal; mientras que en materia civil, por una parte está el actor y, por la otra, el 
demandado. Cuando presenté un escrito pretendiendo que no se fuera a trancar el expediente, a 
dilatar su trámite ante la no evacuación por mi parte de la vista, como pasa a veces, repito, en la sede 
judicial, argumenté en forma análoga a mis colegas, esto es, pidiendo la clausura del expediente. No 
iba a adherir nunca a la postura del Fiscal, porque los abogados sabemos que así no ocurre en la 
práctica forense. Me voy a permitir poner un ejemplo lo más sencillo posible. Si en un juicio civil se 
inicia una demanda contra varias personas y una de ellas interpone una excepción de prescripción, que 
significa que la demanda no puede prosperar porque ya terminó el tiempo para radicarla, y otro de los 
codemandados no comparte el criterio aducido por ese abogado, cuando se confiere vista lo natural es 
que diga que su colega tiene razón, que opera la prescripción y no que señale que el proceso debe 
continuar sumándose a la postura de la parte actora, porque eso no es lógico en materia jurídica o 
profesional. Reitero que trato de manejar un ejemplo lo más sencillo posible. 


Por otra parte, mi estrategia a lo largo de todo el proceso consistió en obtener una sentencia 
definitiva que, reitero, se expidiera sobre el fondo de la cuestión, esto es, que determinara si cabía o no 
algún tipo de reproche penal al contador Juan Domingo Ratti, o sea, si este había o no cometido algún 
delito. Pero esa estrategia de defensa presentaba ciertas dificultades para su desarrollo. Me cuesta 
denominarlas así porque forman parte del derecho de defensa de todo encausado en un proceso 
penal, pero lo cierto es que esas dificultades estaban presentes porque muchos colegas habían pedido 
prueba del extranjero y la propia sede no sabía cómo diligenciar la prueba que se había pedido. Luego 
se inició el incidente de clausura y otra vez se dilataba más el trámite del juicio. Mi estrategia fue 
abogar siempre por la absolución mediante una sentencia definitiva. Pero, enfrentada al traslado a 
quienes apelaron oportunamente la sentencia de primera instancia, al recurso de casación, a la 
evacuación de todos esos traslados y al pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia, me 
encuentro con que va a mediar todavía más tiempo, es decir, más de dos años. Por eso, cuando se 
impugnó la decisión de primera instancia que desestimaba la clausura, procedí a ejercer un derecho 
extremo, que era pedir la solicitud por gracia de mi patrocinado. No existe -o yo no advierto- ninguna 
incongruencia entre abogar por la absolución, y dado el giro que toma el expediente y la imposibilidad 
de imprimirse una mayor celeridad, solicitar el sobreseimiento gracioso de la Corporación. A mi juicio 
no existe ningún tipo de incongruencia. 


En última instancia, y en lo que refiere al incidente de clausura, me voy a permitir hacer un 
agregado: evacuara el escrito de vista o no lo evacuara, la situación era idéntica, porque el incidente de 
clausura ya estaba trabado -de oficio por el Juez- entre la Fiscalía y todos los demás coencausados. 
De modo que mi escrito que, además, fue presentado fuera de término -y así se lo decretó 
judicialmente-, era inocuo para el proceso penal de mención; absolutamente inocuo. El trámite del 
incidente igual iba a ocurrir. 


En último término quisiera hacer una mención que considero tiene relevancia y es que los 
denominados “hermanos Peirano” fueron excarcelados el 29 de mayo de 2007 por disposición del 
Juzgado Penal de 7* Turno y no a instancia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como 
también se ha dicho erróneamente. Fue una decisión judicial nacional la que dispuso la libertad de 
Dante, Jorge y José Peirano. Y cuando se dispuso la libertad de esos encausados, la Juez lo hizo 
porque faltaban escasos días para que se cumpliera el máximo de la pena legal que estaba establecida 
en el artículo 76 de la Ley N* 2.230, hoy derogado. Es más, en esta sentencia de excarcelación la 
Doctora Gatti -quien todavía era titular- expresa que el proceso iniciado en los autos ficha N* 91-163- 
2002, lleva a la fecha casi cinco años de duración y, por lo tanto, la extensión del mismo resulta casi 
igual a la pena máxima exigible para los prevenidos, señores Peirano Basso, en caso de que al 


momento de dictarse sentencia definitiva fueran condenados por el delito por el cual fueron 
procesados”. Si no me equivoco, eran alrededor de sesenta días los que faltaban para que se 
terminara de cumplir la pena máxima que está habilitada por la ley y que, en este caso, no podía 
sobrepujar los cinco años. 


Espero haber respondido a todas las inquietudes que el señor integrante de la Comisión 
Investigadora planteara, pero de no ser así le pido por favor que me lo diga. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera solicitar una aclaración. Por lo que la doctora señalaba, ¿la presentación 
del escrito fuera de término fue deliberada o simplemente ocurrió por la inadvertencia del vencimiento 
de algún plazo procesal? Porque en esa estrategia de buscar la absolución, la clausura no conducía a 
esta; eso era imposible. 


SEÑORA SALOM.- Si los señores Senadores me permiten, me gustaría ir por partes, porque de esa 
manera no se me va a escapar nada. 


La presentación del escrito fuera de plazo obedeció a que inicialmente yo no pensaba 
evacuar la vista que se me había conferido porque, reitero, estaba en franca colisión con mi estrategia 
de defensa. Cuando un abogado se enfrenta a un encausado que tiene más de ochenta y seis años, 
sin duda que el tiempo es un factor muy relevante, y por ello inicialmente pensé en ni siquiera evacuar 
la vista. ¿Cuál fue el temor que me determinó a presentar el escrito? Que el Juzgado Penal 
interrumpiera el trámite del juicio a la espera de mi presentación, como suele ocurrir muchas veces en 
los Juzgados Penales. Entonces, para evitar que el trámite quedara paralizado y que el expediente 
pasara a lo que se denomina en la jerga forense “casillero” -que es un cuadradito donde se ponen los 
expedientes a la espera de que los abogados presenten los escritos-, me presenté aun en forma 
extemporánea; esta fue la razón. No sé si evacuo así la inquietud planteada por el señor Senador 
Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Este es un plazo de tres días perentorio? 


SEÑORA SALOM.- Exactamente, se trata de un plazo de tres días de carácter perentorio. Pero, ¿qué 
ocurre? No sé si les bastará con el anexo documental que he aportado, pero si tienen oportunidad de 
ver el expediente penal, creo que allí van a adquirir una real idea y dimensión de lo que estamos 
hablando. Es muy probable que en un expediente que tiene varios miles de fojas haya una notificación 
que se traspapele y no se sepa la fecha. Me gustaría que pasaran por el Juzgado Penal y, aunque más 
no fuera por curiosidad, pidieran que se lo exhibieran, porque prácticamente ocupa todo un armario. 


SEÑOR MOREIRA.- Esta estrategia, ¿le fue informada al doctor Gonzalo Fernández? 


SEÑORA SALOM..- No, señor Senador. Luego de la asunción del patrocinio letrado del doctor Gonzalo 
Fernández, él estuvo ocupado por otros temas que absorbieron todo su interés. Primero fue la 
Secretaría de la Presidencia, y luego el Ministerio de Relaciones Exteriores, que era una materia que 
hasta entonces le había sido ajena ya que, como saben los señores Legisladores integrantes de esta 


Comisión, el doctor es especialista en otra área del Derecho. Por motivos funcionales viajaba con 
mucha frecuencia y, en consecuencia -y voy a brindar un dato hogareño-, lo veía muy poco en casa y, 
cuando lo hacía, francamente tenía otros temas prioritarios que hablar con él que la defensa del 
contador Ratti la que, por otra parte, jamás motivó en la opinión pública ningún tipo de interés. 


SEÑOR AMORÍN.- Aclaro que del otro Derecho estoy olvidado y de Derecho Penal nunca supe nada, 
pero alguna cosa quiero aprender. 


El delito de insolvencia societaria fraudulenta es el de la acusación fiscal ¿no es cierto? ¿Cuál es el 
máximo de la pena? 


SEÑORA SALOM..- Seis años, señor Senador. 


Con respecto a ese punto, la sentencia de Penal 7” que le da la excarcelación a los 
coencausados Peirano se refiere, como ya dije, a que estaban a punto de cumplir la pena máxima del 
delito prevista en el artículo 76. Además agrega que, aun considerando el delito y la pena reclamada 
por el señor Fiscal en su acusación -el delito de insolvencia societaria fraudulenta al que alude el señor 
Senador-, la prisión preventiva cumplida supera los dos tercios de la pena reclamada en el caso de 
Jorge Peirano Basso, y la mitad en el caso de los dos restantes prevenidos, lo que les habilitaría a 
todos ellos a solicitar, de estar condenados, la libertad anticipada. O sea que cuando la Jueza otorgó la 
libertad provisional de los coencausados Peirano -el contador Ratti estaba libre desde el 15 de mayo 
de 2003-, no sólo consideró la pena establecida en el artículo 76 de la ley de sociedades anónimas - 
cinco años de máxima-, sino también la pena máxima prevista para el delito de insolvencia societaria 
fraudulenta, que es de seis años de penitenciaría. 


SEÑOR AMORÍN.- Quisiera redondear el razonamiento. Reitero que en lo personal no conozco sobre 
Derecho Penal. Cuando el doctor Gonzalo Fernández explicó en el Senado este tema, dijo -o, al 
menos, a mí me pareció entender eso- que como el procesamiento de las personas había sido, en este 
caso, por el artículo 76 de la Ley N* 2.230 y posteriormente había una acusación fiscal, era eso lo que 
se tomaba en cuenta. Entonces, él entendió que aunque se agregara la otra, al estar la acusación 
fiscal, lo que los Jueces iban a tomar en cuenta era, precisamente, la acusación fiscal. Justamente a 
eso me iba a referir ahora -y se adelantó con inteligencia la doctora Salom-, es decir, a que en realidad 
la Jueza no sólo había tomado en cuenta el delito por el que fueron procesados, sino que además tuvo 
en consideración la acusación fiscal. Aparentemente, en esa instancia no se inclinó por una ni por la 
otra. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera preguntar a la doctora Salom por qué, de alguna manera, intentó 
demostrarnos que hay una similitud de efectos jurídicos entre la codefensoría en materia penal y la 
disposición del artículo 44 del Código General del Proceso. Quisiera saber, entonces, cuál es el 
propósito que inspira a la doctora a buscar esa similitud. Digo esto porque, según tengo entendido, 
para ejercer la codefensoría penal se necesita el título de abogado. Creo que por el artículo 44 se 
puede autorizar, incluso, a una persona que no sea profesional en Derecho. Formulo estas inquietudes 
ya que luego se podrían plantear otras que nos podrían llevar al fondo del asunto. 


SEÑORA SALOM.- En primer lugar, debo decir que la autorización del artículo 44 del Código General 
del Proceso únicamente se puede conferir a quien tiene el título de Abogado. Lo mismo sucede en lo 


que tiene que ver con la norma respectiva del Código del Proceso Penal. 


En segundo término, ingresé a ese tema porque es el tópico que ha estado en la opinión 
pública, difundido, divulgado y cuestionado desde antes de la constitución de la Comisión 
Preinvestigadora. Entonces, yo presumo que se trata de un aspecto que no puede pasar inadvertido a 
los Senadores, con carácter general. Aquí lo que se ha cuestionado públicamente es un supuesto 
ocultamiento, y en forma indistinta, de la asunción de un patrocinio letrado que, como acaba de 
advertirse, fue difundido públicamente, por lo que era bien conocido por toda la ciudadanía. Por tanto, 
me referí a ese tópico precisamente por la relevancia que tiene respecto de los hechos que esta 
Comisión debe investigar. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, ¿el doctor Gonzalo Fernández no fue abogado defensor? 


SEÑORA SALOM.- Reitero una vez más que la designación del doctor Gonzalo Fernández, en forma 
análoga a lo que ocurre muchas veces en otras áreas de Derecho, tuvo un carácter meramente 
nominal. Quien ejerció todos los actos de defensa del procesado fue quien habla a título personal, aun 
cuando el doctor Gonzalo Fernández pueda figurar firmando algún escrito. Para ello basta concurrir a 
la sede penal, preguntar quién es el Letrado patrocinante del Contador Ratti, hablar con la Jueza o con 
el Actuario o dirigirse a los demás colegas que defienden a otros procesados en esa causa. 


SEÑOR GALLINAL.- En definitiva, nosotros debemos hacer fe en sus palabras porque, en los hechos, 
hay un escrito en el que el Doctor Fernández figura como Abogado Defensor y otro en el que firma 
como tal. Es por esa razón que referí a la diferencia con el artículo 44, por medio del cual, si no me 
equivoco, se puede autorizar a un Procurador. 


Creo que la exposición de la doctora Salom fue muy buena, pero no estuvo referida al fondo 
de los hechos. No hemos creado una Comisión Investigadora para saber cuál fue su actuación en el 
caso concreto, ni tenemos intención de señalarla absolutamente por nada, más allá de que a la luz de 
la exposición pude advertir que realizó una excelente defensa de su cliente. 


Lo que realmente nos importa conocer es, en primer lugar, si el doctor Gonzalo Fernández fue 
Abogado Defensor de su cliente; a ello, la Doctora contestó que no lo fue, salvo desde el punto de vista 
formal. Ahora bien, hay que restarle trascendencia al hecho de que estaba expresamente autorizado 
como codefensor penal y que, además, firmó un escrito. 


El segundo punto sobre el que queremos consultar tiene que ver con su relación con el 
doctor Gonzalo Fernández, en tanto integraban el mismo estudio. 


Y el tercer aspecto refiere a que el Doctor Fernández, durante esos cinco años, se 
desempeñó como Secretario de la Presidencia, Ministro de Relaciones Exteriores y Ministro de 


Defensa Nacional. 


Es en función de todos estos elementos que adherimos -porque aclaro que no fui yo quien 
solicitó su comparecencia; simplemente adherí- a su convocatoria en este ámbito. 


La primera pregunta ya fue contestada porque la doctora Salom manifestó que el doctor 
Gonzalo Fernández no era Abogado Defensor del Contador Ratti; creo que todos los elementos indican 
absolutamente lo contrario, porque firma, en un escrito aparece como codefensor e integra el mismo 
estudio jurídico. 


Ahora bien, lo que realmente queremos averiguar -y le preguntaremos también al doctor 
Gonzalo Fernández- es si él tuvo alguna razón de vinculación con la ley en función de la cual se 
derogó el artículo 76 que, en definitiva, terminó beneficiando a su cliente y a otros, más allá de que ese 
no era el propósito. Esta es la última pregunta que me queda por formular, la más importante y la que 
no se hizo. 


SEÑORA SALOM.- Ya la contesté. 


SEÑOR GALLINAL.- No se contestó, porque nadie habló de ese tema. 


SEÑORA XAVIER.- Lo dijo en su exposición. 


SEÑOR GALLINAL.- No, si la doctora dijo que ni siquiera fue Abogado Defensor. 


Independientemente de esto, creo que la exposición realizada fue muy ilustrativa de toda su 
actuación profesional que, seguramente, fue muy buena. De todas maneras, si bien ella no está en tela 
de juicio, en lo personal no me sentiría con autoridad como para hacer algún tipo de señalamiento 
sobre si estuvo bien o no; creo que ejerció la acción profesional como corresponde. 


SEÑORA SALOM.- A los efectos de evacuar las inquietudes que tiene el señor integrante de la 
Comisión Investigadora, creo que hay preguntas que deben ser dirigidas al doctor Gonzalo Fernández, 
ya que a mí no me incumbe contestarlas. 


(Intervención del señor Senador Gallinal que no se oye) 


-En primer lugar, voy a evacuar las inquietudes que plantea el señor integrante de la 
Comisión Investigadora con respecto a la última duda que manifestó, y estimo que el señor Senador 
debe formular el resto de esas preguntas directamente al doctor Gonzalo Fernández. 


En segundo término, efectivamente, como es de conocimiento de todos, trabajo en el estudio 
jurídico del doctor Gonzalo Fernández junto con otro colega. Precisamente, en el tiempo en que el 
doctor Gonzalo Fernández debió asumir funciones de Gobierno en distintos cargos, el estudio quedó 
bajo mi directa responsabilidad y del otro colega que colabora con nosotros, por la sencilla razón de 
que el doctor Gonzalo Fernández ni siquiera disponía de tiempo para hacerse presente. 


En tercera instancia -como ya dije-, sí integro el estudio jurídico: somos tres Abogados los 
que trabajamos allí, pero uno de ellos no estuvo durante prácticamente cinco años por razones 
laborales. 


En último lugar, según tengo entendido, esta Comisión Investigadora se ha constituido a 
efectos de investigar la actuación del Cuerpo, y así ha trascendido públicamente. Sin embargo, en 
idénticos términos ha trascendido públicamente que mi comparecencia en el día de hoy ante esta 
Comisión estaba destinada a que efectuara mis descargos acerca de mi labor de asesoramiento 
legislativo y de mi defensa penal en el proceso cuestionado. Entonces, y en consecuencia, para ilustrar 
cabalmente a esta Comisión Investigadora, me ha parecido útil realizar todas las precisiones que he 
hecho. 


SEÑOR PASQUET.- Solamente quisiera corroborar un apunte que tomé mientras la Doctora Salom 
hacía su exposición, en virtud de que el diálogo que surgió en estos últimos minutos me hizo dudar de 
ello. Según lo que anoté, la doctora Salom nos dijo que el escrito de contestación de la acusación fiscal 
había sido redactado por ella y firmado por ella y por el doctor Gonzalo Fernández en forma conjunta. 
¿Es así o me equivoco? 


SEÑORA SALOM..- Aquí tiene a su disposición el escrito para mirarlo cuando lo estime pertinente. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Recuerda la doctora el lugar físico donde el Doctor Gonzalo Fernández firmó este 
escrito? 


SEÑORA SALOM.- ¿El señor Senador se refiere al escrito de evacuación de traslado? Esto sucedió 
hace mucho tiempo y, francamente, no tengo la más mínima idea. Seguramente, debe haber sido en el 
estudio, en algún momento que pasó por allí; no fue en casa. Estamos hablando del año 2007, previo a 
que él asumiera la Cancillería, así que presumo que debe haber sido en el estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la doctora Salom por su comparecencia. 


(Se retira de Sala la Doctora Salom) 


Linea del vie de náaina 
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